Anexo 2

ALGUNAS NORMATIVAS QUE NO SE CUMPLEN

EN RELACION CON LOS DERECHOS DEL TRABAJO Y DE LA SALUD

1. Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y  Culturales (PIDESC), suscrito y ratificado por el Estado chileno. 

El PIDESC, junto con reconocer el derecho al trabajo, establece que “los Estados Partes reconocen el derecho de toda persona al goce de condiciones de trabajo equitativas y satisfactorias que le garanticen, entre otras condiciones, la seguridad y la higiene en el trabajo”.

 En relación con el derecho a la higiene del trabajo y del medio ambiente, el PIDESC señala la obligación para el Estado de adoptar medidas preventivas respecto de:

· accidentes laborales y enfermedades profesionales 

· necesidad de velar por el suministro adecuado de agua limpia potable y la creación de condiciones sanitarias básicas

· prevención y reducción de la exposición de la población a sustancias nocivas, como radiaciones y sustancias químicas nocivas u otros factores ambientales perjudiciales que afectan directa o indirectamente la salud de los seres humanos.

En su artículo 12, el PIDESC reconoce “el derecho al disfrute del más alto nivel posible de salud física y mental”, refiriéndose no solamente al  derecho a la sola atención de salud, sino también a factores determinantes básicos de la salud, como “la alimentación y la nutrición, el acceso a agua limpia potable y a condiciones sanitarias adecuadas, condiciones de trabajo seguras y sanas, y un medio ambiente sano”. El derecho a la salud, en este sentido, implica también el derecho al acceso a la información, que comprende “solicitar, recibir y difundir información e ideas acerca de las cuestiones relacionadas con la salud”.

2. Convención sobre la Eliminación de todas las formas de Discriminación contra la Mujer (CEDAW), firmada y ratificada por el Estado chileno. 

Esta Convención establece que “los Estados Partes adoptarán todas las medidas apropiadas para eliminar la discriminación contra la mujer en la esfera del empleo, teniendo especial atención con los problemas a que hace frente la mujer rural”. 
Especifica que es necesario garantizar:

· Acceso a servicios adecuados de atención médica

· Información

· Acceso a servicios de seguridad social

· Condiciones de vida adecuadas, particularmente en las esferas de la vivienda, servicios sanitarios, abastecimiento de agua y transporte, entre otras.

3. Constitución Política Nacional

En el inciso 2° de su Artículo 5°, la Constitución Política chilena establece como obligación del Estado respetar y promover los derechos de las personas garantizados en la Constitución y en los tratados internacionales ratificados por Chile.

Por otra parte, la Constitución Política también garantiza de manera expresa “El derecho a la vida y a la integridad física y psíquica de la persona”. 

4. Normativa Nacional

* Reglamento sobre Condiciones Sanitarias y Ambientales Básicas en los lugares de trabajo (Decreto Supremo N° 594), del 15 de septiembre de 1999. 

Se refiere a los aspectos sanitarios y ambientales  generales de todas las actividades laborales, como:

· Provisión de agua potable en el  lugar de trabajo para bebida, aseo personal y de los utensilios para comer. 

· Servicios higiénicos de uso individual o colectivo, que dispondrán como mínimo de excusado y lavatorio, y duchas de agua fría y caliente en caso que el trabajo implique contacto con sustancias tóxicas o cause suciedad corporal.

· Comedores fijos o móviles, aislados del lugar de trabajo para  consumir los alimentos. 

· Equipos de Protección Personal libres de costo para el trabajador o trabajadora, adecuados al riesgo a cubrir.

· Limitaciones para el uso de contaminantes químicos específicos.

* Ley sobre Accidentes de Trabajo y Enfermedades Profesionales (Nº 16.744 de 1 de febrero de 1968)

Dentro de la normativa nacional, la promulgación de esta ley constituyó un importante avance en materia de consagración de derechos de las y los trabajadores, en tanto incorpora los criterios de prevención, rehabilitación y compensación por daños sufridos.

Esta ley  es aplicable a todos los trabajadores y trabajadoras, aunque no hayan firmado contrato de trabajo. Sin embargo, para que puedan hacerse acreedores de los beneficios que establece la ley es preciso que, en caso de accidente laboral, el Centro de Salud respectivo complete el Formulario de Declaración Individual de Accidente del Trabajo (DIAT). Generalmente hay muchas dificultades para que esto se cumpla y tampoco se informa a las y los temporeros afectados sobre la existencia de este derecho.

* Reglamento de Notificación Obligatoria de las Intoxicaciones Agudas con Pesticidas  (Decreto 88 del Ministerio de Salud)

En los considerandos de este decreto, el  Estado de Chile reconoció que “la población, especialmente la que vive en áreas rurales y la que efectúa labores agrícolas, está expuesta a los plaguicidas, produciéndose intoxicaciones graves con resultados de muerte e intoxicación”. Reconoció también que han ocurrido eventos de alarma pública por la aparición de brotes de intoxicación asociados a plaguicidas 

En consecuencia, señala que “los establecimientos asistenciales y los médicos tratantes deberán proceder a la notificación inmediata a la autoridad sanitaria correspondiente frente a la sola sospecha de uno o más casos de intoxicación aguda por plaguicida” (Art. 3º). 

* Reglamento sobre Prevención de Riesgos Profesionales (Decreto Supremo N° 40, del Ministerio del Trabajo, del 11 de febrero de 1969).

Este reglamento establece lo que se ha denominado el derecho a saber, esto es, la obligación que tiene todo empleador de informar, y el derecho que tiene toda trabajadora y trabajador de conocer los riesgos a que se expone en su lugar de trabajo y cómo prevenirlos. Por ejemplo, los peligros para la salud de los productos o sustancias que se usan en el control de plagas. 

Esta norma es el equivalente a nivel nacional de lo señalado respecto del acceso a la información como parte del derecho a la salud.

*Código del Trabajo

A este cuerpo legal se le incorporó recientemente un párrafo referido en particular a las y los trabajadores agrícolas de temporada (Arts. 93 a 95 bis). Algunos de los aspectos de importancia para los casos que nos preocupan, son los siguientes:

La contratación

Establece expresamente la obligación de escrituración del contrato de trabajo. 

Se sabe que la modalidad contractual que se utiliza en la agroexportación es la de “contratos de trabajo por obra o faena”. En la práctica, también se ha masificado la existencia de intermediarios informales (“enganchadores”) que, por su cuenta y riesgo, trasladan trabajadores(as) a predios para la cosecha. Al no estar regulados, no tienen obligaciones como empleadores, no hay control sobre la comisión que cobran y fácilmente desaparecen sin pagar sueldos a las trabajadoras. Hace muy poco se estableció legalmente la obligación de mantener registros de intermediarios en las Inspecciones del Trabajo (Ley 19.7595, octubre 2001), pero se cumple muy marginalmente y no se ejerce una fiscalización adecuada.

Transporte

La normativa nacional consagra la obligación del empleador de proporcionar, a su costo, medios de movilización apropiados para trasladar a las temporeras desde el lugar en que ellas alojan y la ubicación de faenas. En el caso de las temporeras de San Clemente –como en muchos otros- esto no se cumplió, ya que el traslado se hizo en un camión ganadero y, más aún, el contratista les cobró $500 a cada trabajadora por ese “servicio” infrahumano.

En cuanto al control y fiscalización del cumplimiento de las leyes y normas laborales, es preciso recordar que el Estado de Chile no ha ratificado el Convenio sobre la inspección del trabajo, 1947 (C 81 de la OIT). En el marco de la revisión del Tercer Informe Periódico de Chile sobre la aplicación del PIDESC, el CDESC consultó al Estado si se proponía ratificar este Convenio. La respuesta fue la siguiente: 

“El Gobierno no tiene contemplado, durante el presente período legislativo, la ratificación del Convenio 81 de la OIT sobre inspección del trabajo, de 1947. Sin perjuicio de lo anterior, podemos señalar que los Servicios de Inspección del Trabajo de Chile cumplen con todos los estándares internacionales de eficiencia y transparencia. La Dirección del Trabajo en Chile tiene por finalidad la supervisión de la aplicación de la ley laboral y previsional, por medio de la fiscalización de los actores y sujetos de la relación laboral en todos los ámbitos de nuestra actividad económica. La Dirección del Trabajo tiene presencia en todo el territorio nacional de Chile y cuenta con los recursos humanos y materiales para desarrollar su labor de manera profesional y con altos índices de eficiencia”.
Como es posible apreciar, el Estado de Chile incumple con la obligación de fiscalizar adecuadamente el cumplimiento de las normas que tienen por objeto garantizar los derechos a la salud y el trabajo. Evidentemente, y a pesar del discurso estatal recién señalado, es evidente que la Dirección del Trabajo no cuenta con los recursos humanos y materiales suficiente para cumplir su labor de fiscalización “con altos índices de eficiencia”, al menos en lo que se refiere al universo de los trabajadores agrícolas de temporada.

Conclusiones

De lo anterior puede inferirse que el Estado de Chile no ha cumplido con la obligación de garantizar el derecho al disfrute del más alto nivel posible de salud a las víctimas ni, en general, a las trabajadoras temporeras del país, ya que no ha adoptado medidas suficientes ni eficientes para impedir que terceros (empleadores) violen el goce de este derecho. Tampoco ha velado suficientemente para que los servicios de salud y el personal sanitario reconozcan y respondan adecuadamente a las necesidades de un grupo tan vulnerable como lo son las trabajadoras temporeras asalariadas.

En definitiva, el Estado de Chile no ha hecho cumplir las leyes pertinentes, tanto en materia sanitaria como laboral, con lo cual incumple con su obligación internacional de garantizar el pleno goce y ejercicio de los derechos humanos a toda la población.
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